[image: image1.jpg]



Página  32
Exp.- 908/2020/2
[image: image2.jpg]


33 

Página  33
Exp.-  908/2020/2 


SEGUNDA SALA UNITARIA. 

EXP: 908/2020/2
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; DIRECCIÓN GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DE LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DE SU DIRECTOR GENERAL; Y AL  INSPECTOR ADSCRITO A LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
TERCERO: **********
MAGISTRADA:

HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA

San Luis Potosí, S.L.P., a veintinueve de septiembre del dos mil veintiuno.  

V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 908/2020/2, promovido por la C. **********, en contra de actos de la Secretaria de Comunicaciones de y Transportes del Estado; de su Director; y del Inspector, ambos adscritos a dicha Secretaría.

R E S U L T A N D O

1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el pasado dieciséis de diciembre del dos mil veinte, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado; de su Director; y del Inspector adscrito a dicha Secretaría, y en contra de los actos consistentes en: 
 “1.- De las autoridades señaladas como demandadas, tanto ordenadoras como ejecutoras se impugna la denominada “ACTA DE RETIRO DE VEHICULO NO CONCESIONARIO Y/O NO PERMISIONARIO”, identificada con el folio número **********, levantada por **********, inspector autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de dicha Secretaría, levantada en mi perjuicio el día 21 del mes de Noviembre del año 2020 (Dos mil veinte), como más adelante en forma amplia expondré.”

“2.- De la declaración de Nulidad absoluta de la sanción consistente en el pago de lo indebido realizado por la suscrita por concepto de multa por la infracción determinada por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, consistente en TRESCIENTAS Unidades de Medida y Actualización (UMA) vigente, así como por el pago de servicio de traslado y pensión vehicular que se derivó por el acto de autoridad ordenado por las autoridades demandadas y quienes actuaron con evidente violación a mis Derechos Fundamentales consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”

“3.- La inminente detención y/o retiro futuro del vehículo de mi propiedad marca **********, ya que existe el temor fundado de que las autoridades demandadas realicen en el futuro algún acto de molestia sin fundamentación y motivación alguna, como el que se impugna ocasionando daños y perjuicios a la suscrita compareciente.”

Por otra parte se requirió a la parte actora para que en el término de cinco días aclarara y precisara lo siguiente:
a).- Cual es el acto impugnado en el punto 1 del apartado IV  de su escrito de demanda;  toda vez que precisa que impugna el “acta de retiro de vehículo no concesionario y/o no permisionario”, identificado con el folio número ********** levantada por **********, inspector autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de dicha Secretaria levantada en su perjuicio el día veintiuno del mes de noviembre del dos mil veinte, y en el apartado VII de su demanda hace referencia al acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario con folio número ********** y de las documentales que exhibe se advierte que acompaño el “acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del estado para la prestación del servicio”, con folio **********”

b).- Exhibiera el interrogatorio debidamente firmado correspondiente a la prueba testimonial singular que ofreció en el capítulo de pruebas de su demanda.

2.- Por acuerdo de fecha veinticinco de enero de dos mil veintiuno, se tuvo a la parte actora del juicio por dando cumplimiento a los requerimientos que le fueron realizados por auto dictado el diecisiete de diciembre de dos mil veinte, en los siguientes términos:

a) Me permito señalar que el acto o actos que se impugnan son todos y cada uno de los derivados y ocurridos el pasado día 21 de Noviembre del año 2020 (Dos mil Veinte) de parte de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, por conducto de la persona que responde al nombre de **********, los cuales se encuentran referidos en el escrito inicial de demanda de fecha 15 de Diciembre del año 2020 (Dos Mil Veinte) y presentada ante Usted un día después, los que por economía procesal doy por reproducidos para todos los efectos legales a que hubiere lugar, derivados del ACTA DE INSPECCIÓN con Folio No. ********** y que por error se señaló en forma incorrecta el número **********”

b) Por otra parte se tuvo a la parte actora por exhibiendo el interrogatorio relativo a la prueba testimonial ofrecida por su parte.

Motivo por el cual, se tuvo por admitida la demanda entablada por la parte actora, en donde señala como actos impugnados
1.- De las autoridades señaladas como demandadas, tanto ordenadoras como ejecutoras se impugna la denominada ACTA DE INSPECCION DE VEHICULO DE PASAJEROS SIN AUTORIZACION con Folio No. **********, levantada por **********, inspector autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de dicha Secretaría, levantada en mi perjuicio el día 21 del mes de Noviembre del año 2020 (Dos mil veinte), como más adelante en forma amplia expondré.”

“2.- De la declaración de Nulidad absoluta de la sanción consistente en el pago de lo indebido realizado por la suscrita por concepto de multa por la infracción determinada por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, consistente en TRESCIENTAS Unidades de Medida y Actualización (UMA) vigente, así como por el pago de servicio de traslado y pensión vehicular que se derivó por el acto de autoridad ordenado por las autoridades demandadas y quienes actuaron con evidente violación a mis Derechos Fundamentales consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”

“3.- La inminente detención y/o retiro futuro del vehículo de mi propiedad marca **********, ya que existe el temor fundado de que las autoridades demandadas realicen en el futuro algún acto de molestia sin fundamentación y motivación alguna, como el que se impugna ocasionando daños y perjuicios a la suscrita compareciente.”
Así mismo se tuvo señalando como autoridades demandadas:
I.- LA SECRETARIA DE COMUNACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI. (como autoridad ordenadora).

II.- LA DIRECCION GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DE LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, POR CONDUCTO DE SU DIRECTOR GENERAL (como autoridad ordenadora y ejecutora). 

III.- AL INSPECTOR ADSCRITO A LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, **********; (como autoridad ejecutora)

Por otra parte se tuvo a la parte actora señalando como tercero a la persona moral “**********”
Se tuvo por admitida a trámite la demanda, ordenándose que se corriera traslado a las autoridades demandadas y al tercero interesado, para que contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraban relacionadas.

3.- Mediante auto de fecha doce de abril de dos mil veintiuno,  se tuvo por contestada la demanda por parte de las autoridades demandadas y, con copia simple de la referida contestación y de sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales conducentes.

 Por otra parte, se tuvo a la parte actora por admitidas como prueba de su parte, las documentales consistentes en:
I.- Copia fotostática del acta de inspección de transporte de pasajeros sin autorización con folio **********, que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas del escrito inicial.

II.- Copia fotostática simple del comprobante interno “recibo no fiscal” con folio ********** de la empresa **********.

III.- Factura con folio ********** de fecha diez de septiembre de dos mil diecinueve, expedida por “**********”, Sociedad Anónima de Capital Variable.

IV.- Oficio con número de folio ********** de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veinte, que detalla en el punto 4 del capítulo de pruebas del escrito inicial.

V.- Original del recibo (Vaucher) de pago bancario que detalla en el punto 5 del capítulo de pruebas del escrito inicial.

VI.- Impresión del recibo **********, de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veinte, expedido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas; que detalla en el punto 6 del capítulo de pruebas del escrito inicial.

VII.- Copia fotostática del oficio con número de folio **********, de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veinte, que detalla en el punto 7 del capítulo de pruebas del escrito inicial.

VIII.- Original del comprobante fiscal expedido por la empresa “**********”, (SIC) **********; que detalla en el punto 8 del capítulo de pruebas del escrito inicial.

IX.- Asimismo, se le tienen por admitidas la copia certificada del expediente administrativo formado con motivo del Acta de Inspección de Vehículo de Transporte Pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para le prestación del Servicio” con folio **********; mismo que fue exhibido por las autoridades demandadas anexo a su contestación de demanda en doce fojas útiles impresas por el anverso; donde constan las documentales a las que el actor hace referencia en el punto 9 del capítulo de pruebas de su demanda.

X.- La testimonial singular a cargo de **********;
XI.- La instrumental de actuaciones; y 

XII.- La presuncional lógica, legal y humana.

A las autoridades demandadas pertenecientes a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, se les tuvo por ofrecidas y admitidas, las siguientes pruebas:
I.- Copia fotostática certificada de los nombramientos expedidos a favor de las autoridades comparecientes en fecha primero de marzo y dieciséis de abril de dos mil diecinueve y el oficio ********** de fecha primero de marzo de dos mil veintiuno y que exhibieron anexos a su contestación;
II.- Copia fotostática certificada de las actuaciones correspondientes al expediente formado con motivo del Acta de Inspección de Vehículo de Transporte Pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para le prestación del Servicio” con folio **********.
III.- La instrumental de actuaciones; y 

IV.- La presuncional legal y humana.

Por último, se tuvo al C. **********, quien se ostentó como Apoderado General de la persona moral tercera, “**********”, Sociedad Anónima de Capital Variable; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veintidós de marzo del año en curso; mediante el cual manifiesto que la personal moral que representa no participó de los hechos que constituyen la demanda, ni realizaron maniobras de arrastre ni depósito en pensión en su instalaciones, por lo que erróneamente, se le llamó a juicio a su poderdante.

Ahora bien, toda vez que de una revisión a las pruebas que exhibió la parte actora y de las actuaciones correspondientes al expediente formado con motivo del Acta de Inspección de Vehículo de Transporte Pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para le prestación del Servicio” con folio **********, que remitieron las autoridades demandadas anexos a su contestación; se advirtió que la empresa **********”, no participó en el arrastre del vehículo, por lo que conforme a lo dispuesto por el artículo 230 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado, no es parte en el presente juicio administrativo; advirtiéndose que la empresa que participó en el arrastre del vehículo propiedad del actor, con motivo del acta antes citada, es la denominada “**********”; por lo que, se requirió a la parte actora para que señalara si señalaba a dicha persona moral como tercero en el juicio.

4.- Por auto de fecha quince de junio de dos mil veintiuno, se tuvo a la parte actora por objetando las pruebas ofrecidas por las autoridades demandadas pertenecientes a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado.
Por otra parte se tuvo por señalando como tercero interesado, a la persona moral denominada “**********”, la cual se ordenó llamar a juicio.

5.- Mediante auto de fecha doce de julio de dos mil veintiuno se tuvo a la tercero llamado a juicio “**********”, por no apersonándose a juicio, en el término de diez días concedidos en el acuerdo dictado el quince de junio del dos mil veintiuno.

Por último, se señalaron las once horas del diecisiete de agosto de dos  mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

6.-  En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en el presente juicio, con la asistencia de la parte actora, su autorizado y el delegado de las autoridades demandadas. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza las pruebas documentales ofrecidas en tiempo por las partes, en seguida se hizo constar que no asistió el testigo de la parte actora por lo que se declaró desierta dicha prueba. En período de alegatos, se certificó que fueron formulados por las partes; se dio por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de infracciones a la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí.  
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 086 y 087 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho **********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado fue materia de inspección el vehículo Marca **********Tipo **********, Modelo **********, con números de serie ********** y Placas de Circulación **********, cuyo propietario lo es la propia parte actora, la C. ********** carácter que le fue reconocido por la propia autoridad demandada en el acuerdo determinante de multa de **********, el cual obra agregado a folio 094 del presente sumario; es inconcuso que cuenta con interés jurídico por ser la propietaria del citado vehículo y, por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. **********en su carácter de Director de Gestión Jurídica; el C. **********, en su carácter de**********Director General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, así como el C. **********, en su carácter de Inspector adscrito a la citada Secretaría, autoridades demandadas en el presente juicio, acreditando el carácter con que comparecieron, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que les fue expedido, mismos que obran en autos a folios de la 099 a la 103, respectivamente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 06 a la 15 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan otras causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- En virtud de que la competencia de las autoridades es de orden público y estudio preferente, se procede al análisis del concepto de impugnación Primero  y Segundo del escrito de demanda, en el que la parte actora sustancialmente aduce que el acto impugnado, consistente en el “Acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del Estado para la prestación del servicio” con número de folio **********, carece de fundamentación de la competencia de la autoridad que la elaboró, contraviniendo lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, ya que no señala de manera concreta las circunstancias para otorgar la seguridad jurídica que deberá contener toda norma legal, tal y como lo prevén los artículos anteriormente citados, por lo que deberá determinarse la no aplicación de dichas normas en su perjuicio.

Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 17 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, y el artículo 12 fracciones XXXV y XXXVII del Reglamento Interno de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes de San Luis Potosí, es facultad del Secretario de Comunicaciones ordenar los procedimientos de inspección y vigilancia del servicio de transporte público, en los términos de esta ley, por lo que era obligación del inspector, identificarse plenamente en el desarrollo de la diligencia y sobre todo, exhibir ante el ciudadano perjudicado en sus derechos, el documento que contuviera la orden de inspección emitida por el Secretario de Comunicaciones  y Transportes, así como el oficio en donde lo facultan para llevar a cabo el levantamiento del acto impugnado, por lo que procede su nulidad.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez del acto impugnado.

Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Segunda Sala Unitaria considera que el concepto de impugnación en estudio es sustancialmente fundado y suficiente para provocar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con las siguientes consideraciones legales:

Resulta pertinente establecer que el acto ahora impugnado constituye un acto de molestia según lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Federal, y para lo cual debe proceder mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento, en consecuencia la autoridad demandada no puede soslayar la obligación de fundar y motivar debidamente el acto de autoridad, cumpliendo con las formalidades establecidas para el procedimiento respectivo.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia P./J. 40/96, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 200080 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo IV, Julio de 1996 

Materia(s): Común 

Tesis: P./J. 40/96 

Página: 5 

“ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCION. El artículo 14 constitucional establece, en su segundo párrafo, que nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho; en tanto, el artículo 16 de ese mismo Ordenamiento Supremo determina, en su primer párrafo, que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. Por consiguiente, la Constitución Federal distingue y regula de manera diferente los actos privativos respecto de los actos de molestia, pues a los primeros, que son aquellos que producen como efecto la disminución, menoscabo o supresión definitiva de un derecho del gobernado, los autoriza solamente a través del cumplimiento de determinados requisitos precisados en el artículo 14, como son, la existencia de un juicio seguido ante un tribunal previamente establecido, que cumpla con las formalidades esenciales del procedimiento y en el que se apliquen las leyes expedidas con anterioridad al hecho juzgado. En cambio, a los actos de molestia que, pese a constituir afectación a la esfera jurídica del gobernado, no producen los mismos efectos que los actos privativos, pues sólo restringen de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto de proteger determinados bienes jurídicos, los autoriza, según lo dispuesto por el artículo 16, siempre y cuando preceda mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento. Ahora bien, para dilucidar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto de autoridad impugnado como privativo, es necesario precisar si verdaderamente lo es y, por ende, requiere del cumplimiento de las formalidades establecidas por el primero de aquellos numerales, o si es un acto de molestia y por ello es suficiente el cumplimiento de los requisitos que el segundo de ellos exige. Para efectuar esa distinción debe advertirse la finalidad que con el acto se persigue, esto es, si la privación de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural perseguida por el acto de autoridad, o bien, si por su propia índole tiende sólo a una restricción provisional.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinticuatro de junio en curso, aprobó, con el número 40/1996, la tesis de jurisprudencia que antecede. México, Distrito Federal, a veinticuatro de junio de mil novecientos noventa y seis.

En ese tenor esta Sala considera que, todo acto de molestia, debe ajustarse a los requisitos establecidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que, tratándose de aquellas autoridades que practican diligencias de inspección como en el caso que nos ocupa, es incuestionable que para proteger la seguridad jurídica de los particulares, no debe soslayarse el propósito de dar a conocer al inspeccionado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en diligencias de tal naturaleza, como se establece en el artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, que señala: 

“ARTICULO 114. Los inspectores o el personal habilitado en los términos del artículo anterior, para realizar la inspección del boletaje, cobro de tarifas, horarios, itinerarios, uso de uniformes, gafete de los operadores, estado físico de las unidades de transporte público, o cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar identificación y la orden emitida por el funcionario competente.”

De cuyo contenido, se desprende la necesidad de que los inspectores o el personal habilitado para las labores de inspección o cualquier otra función encomendada pertenecientes a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, cuenten con identificación y orden emitida por funcionario competente, ello con la finalidad de proteger al particular al momento de verse afectado en sus derechos con las prácticas de inspección y no dejarlo en incertidumbre jurídica de saber si quien actúa en las mismas se encuentra facultado para ello, máxime que con éstas se pudiere generar una afectación a los intereses jurídicos de los particulares inspeccionados. 

 En ese orden de ideas, esta Sala considera que mediante la circunstanciación de cómo se identificó el funcionario o autoridad que practica una diligencia y la exhibición del oficio de comisión respectivo, se conoce la calidad y facultades que permiten tener la certeza jurídica de que aquél forma parte de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y que está legalmente facultado para realizar funciones de inspección en delegación de la autoridad competente para ello, así como también, se tiene la certeza de que cuenta con competencia para actuar conforme lo hizo en el acto de molestia, pues se reitera sólo así se genera la certeza jurídica de que la actuación se llevó a cabo de manera legal por quien cuenta con competencia y facultades para ello.

Ilustra lo resuelto por esta Sala la tesis de Jurisprudencia siguiente: 

“ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. REQUISITOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE PRACTICA LA DILIGENCIA RELATIVA.” Los artículos 121, fracción I (vigente en 1994) y 150, fracción I (vigente en 2002) de la Ley Aduanera disponen que la autoridad aduanera que practica el reconocimiento aduanero, el segundo reconocimiento, la verificación de mercancías en transporte o las facultades de comprobación, o embargue precautoriamente mercancías en los términos previstos por dicha Ley, debe identificarse al practicar las actas de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera practicadas fuera del domicilio de los gobernados (reconocimiento aduanero y verificación de mercancías en transporte). Ahora bien, con el propósito de que la autoridad aduanera cumpla debidamente con la obligación de circunstanciar dichas actas, deberá hacer constar su debida identificación, describiendo el documento mediante el cual se identifica, así como el oficio que la autoriza a practicar la actuación respectiva. Para estos efectos, deberá asentar las fechas de expedición y de expiración de la credencial, el órgano de la dependencia que la emite, el nombre y el cargo de quien la expide, así como el de la persona a cuyo favor se otorga el documento con que se identifica; asimismo, la fecha de expedición del oficio u orden de verificación, el número que le corresponda, el órgano y el titular de la dependencia y el nombre del autorizado; o en su caso, agregar al acta y al tanto que se le entregue al verificado, copia fotostática de los documentos que contengan esos datos.

Asimismo, sirve de apoyo a lo anterior por analogía, el criterio siguiente:

“VISITAS DOMICILIARIAS. IDENTIFICACION DE LOS AUDITORES FISCALES, SU NECESIDAD Y ALCANCE. Tratándose específicamente de autoridades que practican diligencias de auditoría fiscal, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica de los gobernados plasmada en el artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, tiene el propósito de dar a conocer al visitado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en diligencias de naturaleza tal y precisamente emanada, en parte esa necesidad de identificación, de la obligación legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que estas prácticas de inspección o visita pueden derivar una posibilidad de afectación a los intereses jurídicos de aquél; por lo que mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce su calidad o características personales (personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se le encomiendan por la ley (representación); y finalmente, que a su vez tienen facultades (cuestión de competencia) bien propias, o bien delegadas (con base, en el caso, en una orden de visita) para practicar legalmente las diligencias propias, en mención. Por lo que, así las cosas, no basta que en el acta que se levante al efecto, simplemente se diga que "el personal actuante se identificó ante el visitado", mediante la credencial relativa, máxime si se tiene en cuenta, asimismo, lo dispuesto por la fracción I del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, en lo referente a la forma en que deben practicarse dichas diligencias, de lo que se sigue que la identificación cuestionada, por ser un hecho que las integra, debe hacerse constar en forma detallada.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Así también, cabe precisar, que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando las Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12; y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, bajo la voz: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”
Ahora bien el impetrante en su causa de pedir, arguye que el acto impugnado contraviene lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que la autoridad no citó las disposiciones legales que le otorgan facultades y la legitiman para la emisión del citado acto, lo que genera un estado de indefensión al privarlo de la oportunidad de examinar si la actuación de dicha autoridad se encuentra en el ámbito de su competencia para estar en posibilidad de alegar y ejercitar una adecuada defensa, lo que se traduce en una ausencia de fundamentación y motivación de la competencia de la autoridad que emitió el mismo, por ende, procede su nulidad; lo que a consideración de esta Segunda Sala Unitaria es sustancialmente fundado.
En el expediente del presente juicio a folio 147, obra el oficio número ********** de 01 de noviembre de 2020, emitido por el Encargado de Despacho de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, en el que se pretende habilitar como Inspector al C. **********, para llevar a cabo las funciones de vigilancia, inspección y aplicación de las medidas de seguridad a los vehículos y operadores del servicio de Transporte en sus diversas modalidades, así como respecto de vehículos y operadores particulares que presten indebidamente el servicio de transporte, dentro de los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., funciones que debía desempeñar durante el período del 01 al 30 de noviembre de 2020; quien para fundar su competencia citó como fundamentos, los artículos 17, fracción IV, 30, 32, 107, 108, 109, 110, 112, 113, 114 y 115 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; los cuales establecen lo siguiente:
“ARTICULO 17. El titular de la Secretaria, además de las que le confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, tendrá las siguientes atribuciones:

…

IV. Ordenar los procedimientos de inspección y vigilancia del servicio del transporte público, en los términos de esta Ley y demás disposiciones aplicables;

(…)”
“ARTICULO 30. Los propietarios y conductores de vehículos particulares no podrán prestar servicio a terceros a título oneroso.”
“ARTÍCULO 32. Para efectos de esta Ley y sus ordenamientos reglamentarios, constituye servicio público de transporte de pasajeros o de carga, exclusivamente el que realizan las personas físicas o morales al amparo de una concesión o de un permiso temporal expedidos por las autoridades competentes, en los términos que en la misma se señalan.”
“ARTÍCULO 107. En caso de las acciones u omisiones de los concesionarios, permisionarios, operadores del servicio público del transporte, y personas que prestan el servicio de transporte público sin la debida autorización expedida por el Poder Ejecutivo del Estado, que pongan en riesgo la seguridad de las personas o el interés público, la Secretaría dictará las medidas de seguridad de inmediata ejecución, mismas que se aplicarán sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, correspondan. 

Las medidas de seguridad de inmediata ejecución serán aplicadas de igual forma, al particular que sea sorprendido prestando u ofreciendo servicio de transporte público, sin concesión expedida por el Ejecutivo del Estado.” 

“ARTICULO 108. Son consideradas como medidas de seguridad las siguientes acciones: 

l. La retención de la licencia a los operadores; 

II. El retiro de los vehículos de la circulación; 

III. El aseguramiento de vehículos, instalaciones y/o servicios auxiliares, y 

IV. La requisa.”
“ARTICULO 109. Son causas del retiro de los vehículos de la circulación, para su depósito en aquellas áreas que determine la Secretaría, las siguientes: 

I. Ofrecer o prestar el servicio público de transporte sin contar con concesión o permiso; 

II. Por falta de una o ambas placas; o no portar a bordo del vehículo la tarjeta de circulación respectiva, excepto que cuenten con el comprobante vigente de reposición o con el acta levantada ante Agente del Ministerio Público que justifique su pérdida, cuya fecha no sea mayor a cinco días de antelación; 

III. No haber aprobado la revista vehicular en el término fijado por la Secretaria; 

IV. No portar copia de la póliza de seguro vigente; 

V. Prestar el servicio de transporte público fuera de la ruta autorizada, o en modalidad distinta a la autorizada, o hacer base en lugar no autorizado, o con vehículos que por sus condiciones físicas o mecánicas no garanticen la seguridad de los usuarios o terceros, o con vehículos que excedan la antigüedad máxima permitida; 

VI. Alterar las tarifas vigentes; 

VII. Cuando el conductor no porte la licencia o la tarjeta de identificación, o bien no sean las que correspondan al tipo de modalidad; 

VIII. Por realizar el operado, acciones y omisiones que pongan en riesgo la seguridad de los usuarios, peatones o terceros; 

IX. Alterar en cualquier forma el diseño, estructura y construcción original de los vehículos asignados al servicio, sin autorización expresa y por escrito de la Secretaria; 

X. En caso de que el conductor se encuentre bajo los efectos de bebidas alcohólicas, enervantes o cualquier otra sustancia tóxica; 

Xl. En el caso de las modalidades de urbano colectivo general, colectivo de primera clase y suburbano, por permitir o inducir a que los pasajeros asciendan a los vehículos por la puerta trasera, o bien por realizar ascenso o descenso fuera de las bahías o paraderos; 

XII. Por no cumplir los concesionarios o permisionarios con las disposiciones que en materia de seguridad establezca el Ejecutivo, o la Secretaria; 

XIII. Por circular las unidades con las puertas abiertas, o con usuarios en los estribos; 

XIV. Por abastecer de combustible las unidades con pasaje a bordo; 

XV. Por no respetar el cupo máximo de usuarios autorizado, y 

XVI. Cuando a juicio de la autoridad durante la prestación del servicio, las acciones u omisiones del operador pongan en riesgo la seguridad de los pasajeros, de otros vehículos o de los transeúntes.”
“ARTICULO 110. Cuando por sus condiciones físicas o mecánicas los vehículos no garanticen la seguridad de usuarios o terceros, la Secretaría procederá a retirarlos provisionalmente de la circulación, otorgando al concesionario o permisionario un plazo que no podrá ser mayor de treinta días naturales, contado a partir de la fecha en que se determinó la medida de seguridad, para que subsane el motivo que le dio origen. 

En caso contrario, la unidad será retirada del servicio en forma definitiva, concediendo al concesionario o permisionario un término improrrogable de noventa días naturales para que substituya el vehículo en los términos previstos por esta Ley. De no hacerlo así, se revocará la concesión o se cancelará el permiso. 
En el caso de vehículos que excedan la antigüedad máxima permitida de diez años, no se autorizará la prestación del servicio de transporte público en los mismos, concediendo al concesionario o permisionario un término improrrogable de noventa días naturales, para que sustituya el vehículo en los términos previstos por ésta Ley; la omisión en el cumplimiento de esta disposición, dará lugar a que inmediatamente concluido el plazo referido, la Secretaría inicie el procedimiento de revocación de la concesión, o cancelación del permiso, según sea el caso.”
“ARTÍCULO 112. Corresponde a la Secretaría por sí, o a través de su Dirección General, o de la Dirección General de Transporte Colectivo Metropolitano, controlar, regular, vigilar, inspeccionar y vigilar la prestación del servicio público de transporte, imponiendo las medidas de seguridad y sanciones en los términos que establece la presente Ley, por el incumplimiento de las disposiciones que ésta y su reglamento establecen.”
“ARTICULO 113. Los concesionarios, permisionarios y operadores, están obligados a proporcionar a los inspectores, o al personal habilitado para tal efecto por la Secretaria, previa acreditación como tales, los informes y datos que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones.” 

“ARTICULO 114. Los inspectores o el personal habilitado en los términos del artículo anterior, para realizar la inspección del boletaje, cobro de tarifas, horarios, itinerarios, uso de uniformes, gafete de los operadores, estado físico de las unidades de transporte público, o cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar identificación y la orden emitida por el funcionario competente.”
“ARTICULO 115. Los inspectores o el personal habilitado para tal efecto, en ejercicio de su responsabilidad, no podrán recoger documentos de ninguna clase a los operadores del servicio público de transporte en todas sus modalidades, salvo la licencia cuando se trate de infracciones directamente atribuibles a éstos.”
En los preceptos transcritos, se establece sustancialmente lo siguiente:

· La atribución del Titular de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, para ordenar los procedimientos de inspección y vigilancia del servicio de transporte público;
· La prohibición de los propietarios y conductores de vehículos particulares para prestar servicio a terceros a título oneroso; asimismo lo que constituye el “servicio público de transporte de pasajeros o de carga”;
· Los casos en que la referida Secretaría dictará las medidas de seguridad, que se aplicaran sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, correspondan; así como cuáles son las citadas medidas de seguridad que podrá decretar;
· Las causas del retiro de los vehículos de la circulación, para su depósito en aquellas áreas que determine la multicitada Secretaría; 
· Los casos en que por sus condiciones físicas o mecánicas de los vehículos, la Secretaría de mérito, procederá a retirarlos provisional o definitivamente de la circulación, así como los supuestos que darán inicio al procedimiento de revocación de la concesión o cancelación del permiso, según sea el caso; 

· La atribución de la Secretaría por sí, o a través de su Dirección General, o de la Dirección General de Transporte Colectivo Metropolitano, para controlar, regular, vigilar, inspeccionar y vigilar la prestación del servicio público de transporte, imponiendo las medidas de seguridad y sanciones en los términos que dicha ley, por el incumplimiento de las disposiciones que ésta y su reglamento establecen; 
· La obligación de los concesionarios, permisionarios y operadores, a proporcionar a los inspectores o al personal habilitado para tal efecto por la Secretaría en comento, previa acreditación como tales, los informes y datos que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones; y
· La obligación de los inspectores o el personal habilitado de contar con identificación y la orden emitida por el funcionario competente, para realizar cualquier función que les sea encomendada; asimismo la prohibición para los referidos inspectores o personal habilitado, de recoger documentos a los operadores del servicio público de transporte en todas sus modalidades, salvo la licencia cuando se trate de infracciones directamente atribuibles a éstos.
Conforme a las anteriores consideraciones, resulta insuficiente la fundamentación expuesta por el Encargado de Despacho de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí en el referido acto delegatorio, toda vez que no se desprende la facultad para designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones a concesionarios, permisionarios u operadores del servicio público de transporte, por violaciones a dicha normatividad, ya que no se citó el precepto legal que le otorgara tal atribución en particular.

Soslayando que para cumplir con la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la emisión del citado documento delegatorio de facultades, resultaba necesario que precisara en forma exhaustiva su competencia con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso, el artículo, apartado, párrafo, fracción, inciso o subinciso, y en su caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribir la parte correspondiente, con la finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, lo cual no sucedió en la especie; de ahí que los preceptos citados en dicho oficio en comento, no contemplan las funciones ejercidas por el Inspector en el acto de molestia impugnado, pues no se advierte la facultad del referido Director General de Comunicaciones y Transportes, para designarlo y facultarlo para la imposición de infracciones.
En efecto, ya que el artículo 12, fracción XXXV del Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, que no fue citado en el oficio delegatorio de facultades, establece lo siguiente:
“Artículo 12. Corresponde a la Dirección General de Comunicaciones y Transportes, el ejercicio de las siguientes atribuciones:

…

XXXV. Designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones a Concesionarios, Permisionarios u operadores del Servicio Público de Transporte en las áreas de su competencia, por violaciones a la Ley;

(…)”
Precepto transcrito, en el que se contempla la facultad expresa de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, para designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones por violaciones a la Ley, atribución que ejerció el multicitado Inspector en el acto de molestia de mérito, sin que se advierta estuviera legalmente facultado para tal efecto, por autoridad competente.
Solamente así, con la debida fundamentación se acreditaría fehacientemente que el C. **********, en su carácter de Inspector habilitado de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, que es la autoridad a la que se le atribuye la emisión del acto impugnado, estaría en condiciones de determinar la infracción que en éste se contiene; de ahí la necesidad de que fuera plasmado en el referido acto delegatorio de atribuciones en comento, el fundamento legal en forma específica, para que el particular se imponga de que efectivamente, la autoridad que emite el acto de molestia, en este caso mediante el cual se le determina la comisión de una infracción en materia de tránsito vehicular, está facultada para actuar en la forma en que lo hace, es decir, el precepto en el que se estableciera la atribución para designar al supuesto Inspector para actuar y representar legalmente a la citada Dirección General de Comunicaciones y Transportes en la forma en que lo hizo.
Máxime, tampoco se citó el precepto que facultaba al multicitado Inspector en representación de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes, para ordenar la detención del vehículo particular que nos ocupa, por considerar que prestaba el servicio de transporte público sin contar con la concesión o permiso correspondiente para tal efecto, facultad que se establece a favor de dicha Dirección en la fracción XXXVII del artículo 12, del Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, la cual debió delegar en el documento facultativo de mérito al C. **********, pues no debe soslayarse, que éste no actúa por sí mismo ni con facultades propias, sino en representación de dicha dependencia a quien el legislador le otorgó expresamente las atribuciones ejercidas en el acto de molestia impugnado.

En efecto, pues como lo ha determinado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el criterio jurisprudencial citado en párrafos precedentes, la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, por ende, en tratándose de la competencia de la autoridad con la finalidad de cumplir con dicha garantía de fundamentación, resulta necesario que las autoridades precisen en forma exhaustiva su competencia con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso, el artículo, apartado, párrafo, fracción, inciso o subinciso, y en su caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribir la parte correspondiente, con la finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden; máxime, si se trata como en la especie, de la delegación de facultades al multicitado Inspector, en ejercicio de la facultad que le correspondía por disposición legal  a la Dirección General de Comunicaciones y Transportes, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría, como en la especie, cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana.

En esas condiciones, es de considerarse que el “Acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del Estado para la prestación del servicio”, con número de folio **********impugnada, no se encuentra debidamente fundada la competencia del C. **********, para actuar en la forma en que lo hizo, al no señalarse con precisión en el oficio delegatorio de facultades número ********** de 01 de noviembre de 2020, que sirvió de fundamento al referido acto de molestia, el artículo, fracción, inciso o apartado con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorga la atribución al Director General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, para designar al referido inspector y facultarlo para la imposición de infracciones por violaciones a la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, así como para que ordenara la detención del vehículo particular del hoy actor materia de la citada infracción, por considerar que prestaba el servicio de transporte público sin contar con la concesión o permiso correspondiente para tal efecto, lo que violenta la garantía de seguridad jurídica consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo antes expuesto se ve robustecido con la siguiente jurisprudencia:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.  De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

En ese sentido, se tiene que todo acto de autoridad, deberá de estar debidamente fundado y motivado, debiendo contemplar de manera indubitable la competencia para llevar a cabo el acto de autoridad, por lo que en esas circunstancias, deviene ilegal el acto impugnado consistente en el “Acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del Estado para la prestación del servicio”, con número de folio **********, levantada por el C. **********, en su supuesto carácter de Inspector Habilitado del Director General de Comunicaciones y Transportes, puesto que como ha quedado demostrado en el presente juicio, el oficio delegatorio de facultades número ********** de 01 de noviembre de 2020, fue emitido sin la debida fundamentación exigida por el artículo 16 de la Constitución Federal, ya que es inconcuso, que la autoridad emisora debió fundar su competencia para designar al referido inspector y facultarlo para la imposición de infracciones por violaciones a la ley de la materia, para cumplir con la referida garantía de fundamentación, en cuanto a la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia; razón por la cual esta Segunda Sala Unitaria considera que el acto impugnado, contraviene lo dispuesto en el artículo 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo que actualiza la hipótesis de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción II del propio Código Procesal, en consecuencia, tal acto de molestia no puede surtir efecto legal alguno en la esfera jurídica del actor.

Sin que sea óbice a lo anterior, en el “Acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del Estado para la prestación del servicio” impugnada, se haya consignado lo siguiente: 

“FOLIO **********
SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO

ACTA DE INSPECCIÓN DE VEHÍCULO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS SIN AUTORIZACIÓN DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO
“San Luis Potosí, S.L.P.; siendo las 11:25 horas del día 21 de Noviembre del 2020, el (la) suscrito(a) ********** en mi carácter de inspector(a) habilitado(a) de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, actuando en atención a la orden de inspección ********** emitida en términos de lo dispuesto por el artículo 17 fracción IV, que al efecto se anexa a la presente; identificándome con credencial número ********** con vigencia del 01 de octubre al 31 de diciembre del año 2020, y habiendo sido designado inspector de la citada dependencia en términos del oficio de designación **********, de fecha 1 de Noviembre de 2020, con vigencia 01 noviembre al 30 noviembre del año 2020, que suscribe la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, conforme a lo dispuesto por el Artículo 12, Fracción XXXV, XXXVI y XXXVII del Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí; se levanta la presente acta de inspección, bajo los siguientes acontecimientos:

…”

(Énfasis añadido)

Lo anterior es así, pues con la simple mención del artículo 12 fracciones XXXV, XXXVI y XXXVII del Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, no puede tenerse por cumplida la garantía de fundamentación prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto a la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia impugnado, en virtud de que dicho acto descansa en las supuestas facultades previamente delegadas al Inspector actuante en el diverso “oficio de asignación” número ********** de 01 de noviembre de 2020; sin embargo, como ya se dilucidó en párrafos precedentes, el Encargado de Despacho de la Dirección General de Comunicaciones y Transportes de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí en el mencionado oficio delegatorio de facultades, no citó el fundamento legal que contempla la atribución ejercida, es decir, precisamente la atribución para designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones por violaciones a la Ley de la materia, de ahí la insuficiente fundamentación de la competencia del C. ********** para emitir el acto de molestia, pues éste último no acreditó ante el particular que contara con la “asignación” o habilitación válida para tal efecto. Pensar lo contrario, llevaría al extremo ante tal hipótesis, de permitir que cualquier persona sin previa designación válida y facultada por parte del funcionario competente, como lo establece el artículo 114 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, con la simple cita de preceptos que no prevén atribuciones propias, se subroguen en aquella autoridad a quien le compete ejercerlas y se designen a sí mismas, para llevar a cabo, como en la especie, las referidas funciones de vigilancia, inspección y aplicación de las medidas de seguridad en perjuicio de la esfera jurídica de los gobernados, así como la imposición de infracciones; razón por la cual resulta insuficiente que el presunto inspector pretenda justificar su actuación, citando preceptos que contiene atribuciones que no le son propias y que además debieron ser delegadas previamente por parte del funcionario competente para tal efecto, lo cual en la especie no sucedió.
La presente resolución no prejuzga respecto a la competencia del Director General de Comunicaciones y Transportes, para designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones a concesionarios, permisionarios u operadores del servicio público de transporte en las áreas de su competencia, por violaciones a la Ley de la materia, así como para delegarles la facultad de ordenar la detención de vehículos, cuando se considere que prestan el servicio de transporte público sin contar con la concesión o permiso correspondiente; sólo resuelve sobre la litis planteada por la parte actora, esto es, la falta de fundamentación de dicho extremo en el oficio delegatorio de facultades que sirvió de sustento al acto combatido, mediante el cual se determinó la comisión de una infracción en materia de tránsito, y se retiró de circulación el vehículo materia de la referida infracción.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en el “Acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del Estado para la prestación del servicio”, con número de folio **********, dejándola sin efecto legal alguno, toda vez que se actualizó la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del propio Código, puesto que como ha quedado demostrado en el presente juicio, fue emitida en contravención de lo dispuesto en el artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los diversos 16 de la Constitución Federal y 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado, al no encontrase acreditado que el inspector actuante, contaba con facultades para actuar en la forma en que lo hizo.
En vía de consecuencia, resulta ilegal la imposición de la sanción establecida en el acuerdo de **********, emitido por la Dirección General de Comunicaciones y Transportes del Estado –visible en autos a folio 094-, ya que el acto que le dio origen, consistente en la multicitada Acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del Estado para la prestación del servicio, con número de folio **********, se encuentra viciada de ilegalidad, lo que trae como consecuencia que todas las actuaciones derivadas de ella sean tachadas de ilegales.
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio Jurisprudencial cuyo tenor literal es el siguiente:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”
Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA del acuerdo de **********, emitido por la Dirección General de Comunicaciones y Transportes del Estado, mediante el cual se determinó aplicar como sanción a la parte actora, el equivalente a ********** veces la Unidad de Medida y Actualización vigente.
Motivo de lo anterior, se ordena a la autoridad demandada que realice a la parte actora la devolución de la cantidad de **********, misma que fue erogada por la parte actora del juicio, y queda demostrada en el recibo con número de folio **********, expedido por la Dirección General de Ingresos del Estado, el pasado veinticuatro de noviembre del dos mil veinte, documental que obra fojas 27 del expediente en el que se actúa.

Así mismo, la devolución de la cantidad de $**********, cantidad erogada por el arrastre y días de pensión del vehículo retenido, situación que se demuestra con el recibo fiscal **********, emitida por la persona moral “**********” mismo que obra a foja 21 del expediente en el que se actúa.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, esta Segunda Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni le irrogaría un mayor beneficio que el obtenido en los términos de esta sentencia.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracción I, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el “ACTA DE INSPECCIÓN DE VEHÍCULO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS SIN AUTORIZACIÓN DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO” de fecha veintiuno de noviembre de dos mil veinte, con número de folio **********por lo que se deja sin efecto legal alguno; y se ordena la devolución de las cantidad monetaria erogada por la actora como consecuencia de dicha acta, de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
Con fundamento en el artículo 110 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por disposición de su numeral 217, se hace del conocimiento de las partes que por acuerdo del Pleno de este Tribunal de veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, se asignó a la Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, como Magistrada adscrita a esta Segunda Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
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